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ACCIÓN POPULAR. DERECHO DE MOVILIDAD DE PERSONAS DISCAPACITADAS. El literal m) del artículo 4° de la Ley 472 de 1998 establece como de interés colectivo “La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes”. Precisamente, la carta Política actual señala en su artículo 13 que es deber del Estado proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionar los abusos que contra ellas se cometan, lo que guarda armonía con el artículo 47 de la misma obra.  Estas normas sirvieron de fundamento a la expedición de la Ley 361 de 1997, cuyo título IV se ocupa de las “las normas y criterios básicos para facilitar la accesibilidad de las personas con movilidad reducida, sea ésta temporal o permanente” y prevé en su parágrafo que “Los espacios y ambientes descritos en los artículos siguientes, deberán adecuarse, diseñarse y construirse de manera que se facilite el acceso y tránsito seguro de la población en general y en especial de las personas con limitación”. PRINCIPIO DE ACCESIBILIDAD. Adicionalmente, el artículo 44 se refiere al principio de accesibilidad que la entiende como “la condición que permite en cualquier espacio o ambiente interior o exterior, el fácil y seguro desplazamiento de la población en general, y el uso en forma confiable y segura de los servicios instalados en estos ambientes. Por barreras físicas se entiende a todas aquellas trabas, irregularidades y obstáculos físicos que limiten o impidan la libertad o movimiento de las personas”, mientras que el artículo 45 enseña que “Son destinatarios especiales de este título, las personas que por motivo del entorno en que se encuentran, tienen necesidades esenciales y en particular los individuos con limitaciones que les haga requerir de atención especial, los ancianos y las demás personas que necesiten de asistencia temporal” y el 46 que “La accesibilidad es un elemento esencial de los servicios públicos a cargo del Estado y por lo tanto deberá ser tenida en cuenta por los organismos públicos o privados en la ejecución de dichos servicios”. VIGENCIA DE LA LEY 361 DE 1997. “..., la observancia del artículo 47 de la Ley 361 de 1997 no se supeditaba a la expedición de norma reglamentaria, pues su contenido normativo es directamente ejecutable. No se necesitan mayores disquisiciones para hacer inteligible su texto, pues es concluyente y claro al disponer que los propietarios de edificaciones abiertas al público realizarán las construcciones, ampliaciones y reformas tendientes a permitir la accesibilidad de las personas con movilidad reducida.”

  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL





        SALA DE DECISION CIVIL FAMILIA

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo





Pereira, diciembre cuatro de dos mil nueve




Expediente 66170-31-03-001-2008-00298-01





Acta N° 641 de diciembre 4 de 2009
                                          Se decide por la Sala el recurso de apelación que contra la sentencia del 22 de julio de 2009, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, interpuso Javier Elías Arias Idárraga dentro de esta acción popular que le promovió al Banco Colpatria Red Multibanca Colpatria S.A.




ANTECEDENTES





A nombre propio, acudió a la acción popular Javier Elías Arias Idárraga con el fin de obtener que se le ordenara al banco accionado construir técnicamente las rampas de acceso en la puerta principal y las obras que se consideren prudentes para garantizar el acceso integral, seguro y real a la población discapacitada en silla de ruedas y otros mecanismos de apoyo; que en caso de que se probara la imposibilidad objetiva de construir esas obras, se le ordenara a la entidad que dentro de los tres meses siguientes o en el término que el juez estimara prudente, construir sus instalaciones en un sitio que cumpla con aquellos requerimientos técnicos; que se fijara a su favor el incentivo económico previsto en la ley y se condenara en costas al banco. 
                                 
  Le sirvieron de fundamento los hechos que dan cuenta de que la entidad tiene un cajero automático en Dosquebradas, ubicado en el primer piso del Centro Administrativo Municipal, que no cuenta con rampas en la puerta de acceso para la población discapacitada y su espacio no es adecuado para la mencionada población; dicha entrada tiene varios escalones de aproximadamente 30 cm. De altura y su espacio interior no permite privacidad, porque la puerta no cierra en caso de entrar con silla de ruedas, es decir que se trata de barreras arquitectónicas que impiden el acceso integral a esa población. 




Admitida la demanda el 21 de noviembre de 2008, se dispuso el traslado a la entidad accionada y la notificación al Ministerio Público.

                                          El banco se pronunció por conducto de apoderado judicial, quien aceptó parcialmente el primer hecho y dijo que no le consta lo demás, a la vez que propuso las excepciones que nominó “indebida escogencia de la acción”, “los canales alternativos del banco mediante los cuales presta sus servicios”, “falta de legitimación en la causa por activa”, “falta de necesidad de realizar las adecuaciones pretendidas en la demanda”, “improcedencia de la acción sobre la eliminación de barreras arquitectónicas en el presente caso”, “acatamiento de las disposiciones para abrir y poner en funcionamiento establecimiento comercial” e “inexistencia de vulneración de derecho colectivo”.

  



En síntesis, dicen estas excepciones que la acción pertinente para casos como el de ahora es la de cumplimiento; que el banco brinda otras alternativas diferentes a los cajeros automáticos para prestar sus servicios, como la multilínea (servicio telefónico) y la sede virtual en Internet; que el demandante no es discapacitado y, por tanto no se le está violentando ningún derecho; que dentro del cajero no existen estructuras ni construcciones que constituyan barreras de accesibilidad de las personas con limitaciones físicas; que el banco cuenta con varias oficinas abiertas al público y, por tanto, a cualquiera de ellas podría acudir una de aquellas personas; que ha actuado siempre de buena fe, con las autorizaciones respectivas para el funcionamiento del cajero y nunca ha sido requerida oficialmente para modificar su estructura; que el derecho a la accesibilidad que se reclama no es colectivo, porque se reduce sólo a un grupo de personas determinado. 
                                          
En la audiencia especial prevista en el artículo 27 de la Ley 472 no se logró un pacto de cumplimiento. Se decretaron y practicaron las pruebas pedidas por las partes, se dio traslado para alegar de conclusión oportunidad en la que el asesor judicial del banco señaló que el único propósito del accionante es lograr el incentivo por la promoción de la demanda, que no se ha probado la vulneración de los derechos colectivos invocados y que con las pruebas arrimadas se demuestra que para acceder al cajero automático no se requiere superar ningún obstáculo; el demandante, por su lado, simplemente reiteró sus pretensiones. 
  



Dictó sentencia el juzgado en la que negó la protección, pues consideró que como el artículo 52 de la Ley 361 de 1997 otorgó un término de cuatro años para que las edificaciones e instalaciones abiertas al público de propiedad particular se ajustaran a sus disposiciones, pero el inciso final del artículo 46 de la misma normativa señaló que tales condiciones de accesibilidad debían ser reglamentadas por el gobierno nacional, lo que vino a ocurrir con el Decreto 1538 del 17 de mayo de 2005, los cuatro años sólo vencieron el 17 de mayo de 2009, fecha posterior a la de presentación de esta demanda, es decir que aún no era exigible aquella obligación. Además, que el cajero automático no presenta ningún obstáculo que impida el acceso a la población discapacitada. Como consecuencia de ello condenó en costas al actor popular. 

                                          
Inconforme el demandante interpuso recurso de apelación y lo sustentó reiterando la vulneración del derecho porque a pesar de la rampa instalada, el cajero no ofrece facilidades al usuario discapacitado, ya que la puerta no abre en el sentido apropiado para él; además, la adecuación del cajero ha debido hacerse antes del 11 de febrero de 2001; por último insiste en la viabilidad del incentivo reclamado. 

   



El Banco accionado intervino en esta instancia para reiterar básicamente lo que fueron sus excepciones. 

  



Surtido el trámite de rigor en esta sede, incluyendo la práctica de una prueba de oficio, se procede a decidir, previas estas:





CONSIDERACIONES





Las acciones populares para la protección de intereses colectivos, fueron elevadas a rango constitucional en 1991, como se lee en el artículo 88 de la Carta Política; su regulación le fue deferida al legislador y éste, en ejercicio de esa facultad, expidió la Ley 472 de 1998, en la que desarrollo aquella norma y dispuso que tales acciones “(...) se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible...”,
y proceden contra la acción u omisión de las autoridades pública o de los particulares que hayan violado o amenacen violar aquellos derechos (art. 9, ibídem). 

Sea lo primero decir que la legitimación de las partes en este asunto no se remite a duda, porque el demandante la tiene en virtud de lo dispuesto por el numeral 1° del artículo 12 de la citada ley, y la entidad demandada, porque es quien tiene instalado el cajero automático que causa el agravio común, lo que no se ha discutido. 


Lo que se busca con esta acción es la preservación para la población discapacitada de su derecho de movilidad, con fundamento en lo reglado por el literal m) del artículo 4° de la Ley 472 de 1998 que establece como de interés colectivo “La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes”.

Precisamente, la carta Política actual señala en su artículo 13 que es deber del Estado proteger especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionar los abusos que contra ellas se cometan, lo que guarda armonía con el artículo 47 de la misma obra.  Estas normas sirvieron de fundamento a la expedición de la Ley 361 de 1997, cuyo título IV se ocupa de “las normas y criterios básicos para facilitar la accesibilidad de las personas con movilidad reducida, sea ésta temporal o permanente” y prevé en su parágrafo que “Los espacios y ambientes descritos en los artículos siguientes, deberán adecuarse, diseñarse y construirse de manera que se facilite el acceso y tránsito seguro de la población en general y en especial de las personas con limitación”.
Adicionalmente, el artículo 44 se refiere al principio de accesibilidad que la entiende como “la condición que permite en cualquier espacio o ambiente interior o exterior, el fácil y seguro desplazamiento de la población en general, y el uso en forma confiable y segura de los servicios instalados en estos ambientes. Por barreras físicas se entiende a todas aquellas trabas, irregularidades y obstáculos físicos que limiten o impidan la libertad o movimiento de las personas”, mientras que el artículo 45 enseña que “Son destinatarios especiales de este título, las personas que por motivo del entorno en que se encuentran, tienen necesidades esenciales y en particular los individuos con limitaciones que les haga requerir de atención especial, los ancianos y las demás personas que necesiten de asistencia temporal” y el 46 que “La accesibilidad es un elemento esencial de los servicios públicos a cargo del Estado y por lo tanto deberá ser tenida en cuenta por los organismos públicos o privados en la ejecución de dichos servicios”.

 
Más aún. El artículo 47 dispone que “La construcción, ampliación y reforma de los edificios abiertos al público y especialmente de las instalaciones de carácter sanitario, se efectuarán de manera tal que ellos sean accesibles a todos los destinatarios de la presente ley. Con tal fin, el Gobierno dictará las normas técnicas pertinentes, las cuales deberán contener las condiciones mínimas sobre barreras arquitectónicas a las que deben ajustarse los proyectos, así como los procedimientos de inspección y de sanción en caso de incumplimiento de estas disposiciones… Las instalaciones y edificios ya existentes se adaptarán de manera progresiva, de acuerdo con las disposiciones previstas en el inciso anterior, de tal manera que deberá además contar con pasamanos al menos en uno de sus dos laterales” y en lo que atañe a este proceso, el artículo 48 regula que “Las puertas principales de acceso de toda construcción, sea ésta pública o privada, se deberán abrir hacia el exterior o en ambos sentidos, deberán así mismo contar con manijas automáticas al empujar, y si son de cristal siempre llevarán franjas anaranjadas o blanco-fluorecente a la altura indicada”. 

   


Así que a pesar de que el derecho a la accesibilidad a las personas con discapacidad que consagra la ley se supeditó en buena medida a la reglamentación que el gobierno expidiera sobre el particular, no por ello dejó de prever, de una vez, algunas características que debían presentar las construcciones para facilitar la movilidad de esa población, pues por un lado precisó que debían retirarse todos los obstáculos existentes, y por el otro, cómo deben ser las puertas de acceso, todo lo cual vino a concretarse luego cuando el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, reglamentó esa ley mediante el Decreto 1538 de 2005, aplicable para el diseño y ejecución de obras de construcción, ampliación, adecuación y modificación de edificios, establecimientos e instalaciones de propiedad pública o privada, abiertos y de uso al público. Allí, el numeral 1 del literal C. del artículo 9° dispuso que “Al menos uno de los accesos al interior de la edificación, debe ser construido de tal forma que permita el ingreso de personas con algún tipo de movilidad reducida y deberá contar con un ancho mínimo que garantice la libre circulación de una persona en silla de ruedas.”.
                               

Para descender al caso concreto, el demandante considera que el Banco Colpatria Red Multibanca no ha cumplido esas exigencias en relación con el cajero automático que tiene instalado en el primer piso del Centro Administrativo Municipal de Dosquebradas, porque no tiene rampas y su puerta de acceso principal y su espacio interior no se amoldan a las necesidades de la población discapacitada, particularmente la que debe utilizar silla de ruedas. 
   



 En realidad, la inspección judicial realizada por el Juzgado deja ver que el aludido cajero electrónico cuenta con una rampa que conduce a él desde la plazoleta, con una inclinación de unos 20 cm., que no le impide a ninguna persona, ni siquiera a la discapacitada, acceder a los servicios que presta. Por este aspecto diríase, en principio, que ningún derecho se conculca, entre otras razones porque se desconoce cuándo fue construida la rampa, es decir que se desconoce si lo fue antes o después de promovida la demanda, aspecto sobre el cual no se aportó ninguna prueba por parte del demandante. 

   



Pero, en principio se dice, porque no solo se trata aquí de la rampa, sino de la facilidad de maniobra de la persona que en silla de ruedas llegue a utilizar el cajero, de su movilidad dentro del mismo, de la seguridad que ese espacio debe brindarle dadas las transacciones que allí se realizan, todo lo cual le impide el hecho de que el espacio sea reducido, por un lado, y por el otro, que la puerta de acceso no abra hacia el exterior, como manda la normativa arriba relacionada que, entonces, adquiere relevancia para la cuestión que aquí se plantea.  No se trata sólo de que al cajero se pueda llegar, sino de que una vez allí el usuario discapacitado tenga la certeza de su seguridad al interior del mismo, de que no tendrá que salir de espaldas, como tiene que hacerlo en este evento porque lo reducido del espacio físico no le permite hacer ningún giro. 

   



Y que esto es así, se evidencia con la prueba recogida en esta sede, que desdeñó el juez de primer grado. En efecto, el Secretario de Planeación Municipal del Municipio de Dosquebradas le manifestó a la Sala que “El Cajero tiene construida para su acceso una rampa, la cual cumple con las condiciones de pendiente, ancho y textura de piso; no obstante le falta la instalación de la baranda. La población que debe desplazarse en silla de ruedas lo puede hacer fácilmente y puede acceder al cajero; sin embargo al interior del cajero no cumple con el ángulo de giro para que una persona que esté al interior en silla de ruedas pueda cerrar con facilidad la puerta y quedar aislada, éste ángulo debe ser como mínimo 1,50.”
  



Quiere esto decir que a pesar de la rampa puesta al frente para el acceso al cajero, no se satisfacen plenamente los derechos de una población que resulta de especial protección, porque así lo manda la propia Constitución Nacional, en cuanto no se le garantiza la movilidad y la seguridad que demanda. Por algo, una de las normas ya citadas exige que las puertas de toda construcción, pública o privada, debe abrir hacia el exterior o en ambos sentidos.  Si así se hiciera, se le permitiría a una persona que se desplaza en silla de ruedas, en primer lugar, evitarse el esfuezo que seguramente implica abrir hacia adentro, en segundo término, cerrar la puerta para garantizar su seguridad, y, además, movilizarse con mayor facilidad dentro del cajero. 
  



Para la Sala, entonces, con todo y la rampa construida, queda en evidencia la sustracción por parte del banco a la regla del artículo 47 de la Ley 361 de 1997 que, se repite,  impone para las edificaciones abiertas al público la obligación de realizar las construcciones, ampliaciones y reformas tendientes a permitir la accesibilidad de las personas con movilidad reducida. En consecuencia, deberá proceder a adelantar las gestiones pertinentes para lograr ese cometido, pues con lo dicho se viene a menos el argumento vertido por el juez de primer grado en el numeral 2.6 de sus consideraciones. 

   



Además, porque el argumento central que se esgrime en la sentencia acerca de que la demanda fue propuesta antes de tiempo porque para el mes de noviembre de 2008 no habían vencido los cuatro años de que trata el artículo 52 de la Ley 361 de 1997, tampoco tiene eco en esta Corporación, si bien ya se ha planteado, y ahora se repite, que: 
“El artículo 52 de la Ley 361 de 1997, dice: 

“Lo dispuesto en este título y en sus disposiciones reglamentarias, será también de obligatorio cumplimiento para las edificaciones e instalaciones abiertas al público que sean de propiedad particular, quienes dispondrán de un término de cuatro años contados a partir de la vigencia de la presente ley, para realizar las adecuaciones correspondientes. El Gobierno Nacional reglamentará las sanciones de tipo pecuniario e institucional, para aquellos particulares que dentro de dicho término no hubieren cumplido con lo previsto en este título. 

Las vigencia de esa ley comenzó el 11 de febrero de 1997 con su publicación en el Diario oficial, por lo que los cuatro años vencieron el 11 de febrero de 2001 y aún el causante de la vulneración no ha adecuado el inmueble para el acceso de los discapacitados o personas con movilidad reducida.  

Y es desde la fecha indicada como debe empezar a computarse el término de cuatro años previsto por la disposición transcrita, que no lo supeditó a la expedición de decreto reglamentario alguno. 

Así lo ha entendido desde hace algún tiempo la jurisprudencia del Consejo de Estado:

“Inicialmente la jurisprudencia de la Sección Primera del Consejo de Estado consideró que si bien el artículo 52 de la Ley 361 de 1997 concedió a los particulares un término de cuatro años para realizar las adecuaciones necesarias a sus edificaciones con el propósito de cumplir las previsiones del título IV de la Ley 361 de 1998 y sus disposiciones reglamentarias, ante la tardía expedición por el Gobierno Nacional del reglamento contentivo de las normas técnicas mínimas sobre barreras arquitectónicas (artículo 47 ibídem), ocurrida el 17 de mayo de 2005 a través del Decreto 1538, resultaba razonable concluir, que ese término de cuatro años debía empezar a contarse a partir de la fecha de expedición de la aludida reglamentación mas no de la fecha de entrada en vigencia de la Ley.

“Sin embargo, en sentencia del 8 de noviembre de 2007
 varió su criterio y dispuso que:

“..., la observancia del artículo 47 de la Ley 361 de 1997 no se supeditaba a la expedición de norma reglamentaria, pues su contenido normativo es directamente ejecutable. No se necesitan mayores disquisiciones para hacer inteligible su texto, pues es concluyente y claro al disponer que los propietarios de edificaciones abiertas al público realizarán las construcciones, ampliaciones y reformas tendientes a permitir la accesibilidad de las personas con movilidad reducida.”

Y es que de otra forma no puede interpretarse el contenido de la disposición en cita, porque la  Carta Política de 1991, como ya se ha indicado,  prevé  una especial protección para todos aquellos grupos marginados de la sociedad y por ende, considerar que debía esperarse  la expedición de un decreto reglamentario para terminar con la discriminación, no consulta los principios que la constitución  busca  proteger. Otorgar el alcance pretendido por el excepcionante sería tanto como permitir la prolongación indefinida de una situación  desventajosa para un grupo vulnerable de la sociedad.”  

  



A la prosperidad de la acción no se oponen las excepciones propuestas por el banco, varias de las cuales quedaron respondidas con lo plasmado hasta ahora, concretamente las que se refieren a la falta de legitimación del demandante, la falta de necesidad de realizar las adecuaciones pretendidas, la improcedencia de la acción sobre la eliminación de barreras arquitectónicas y la inexistencia de violación de un derecho colectivo. 

   



A la que se denominó indebida escogencia de la acción, hay que responder que la acción popular se muestra adecuada para la protección del derecho colectivo que se reclama, porque como tal está previsto, según se dijo, en el literal m) del artículo 4° de la Ley 472 de 1998.

  



En lo que a los canales alternativos del banco para prestar sus servicios atañe, también ha venido diciendo esta Corporación que: 
“Esa circunstancia tampoco autoriza al banco demandado para desconocer las normas que le imponen como obligación, permitir el acceso a sus instalaciones de las personas discapacitadas porque ninguna se halla establecida en la Ley 361 de 1997. 

En asunto similar se pronunció el Consejo de Estado:

“De otro lado, cuando el demandado afirma que por virtud de la intercomunicación de los distintos cajeros es posible que un cliente haga uso de un cajero que no pertenezca o forme parte del banco del cual sea cliente, sino de otro banco diferente, y que el cliente no está obligado forzosamente a utilizar un determinado cajero automático, sino que puede utilizar además de aquellos que pertenezcan a su banco, u otro que le ofrezca mayores comodidades para realizar sus transacciones o realizarlas vía internet, la Sala advierte, en primer lugar, que el hecho de que exista la posibilidad de que los usuarios de banco puedan hacer sus operaciones en cajeros electrónicos de otra entidad bancaria, y que por lo tanto no está obligado forzosamente a utilizar un determinado cajero automático, sino que puede utilizar además de aquellos que pertenezcan a su banco otro, no es una razón suficiente que permita señalar que no se vulneran los derechos de las personas a los que se refiere la Ley 361 de 1997.

“Y en segundo lugar, aunque es un hecho cierto que existen medios tecnológicos modernos para obtener los servicios que prestan las entidades bancarias (internet, vía telefónica, etc.), también lo es que dichos medios no son plenamente eficaces para garantizar el derecho de la comunidad minusválida o con movilidad reducida de acceder a los servicios que ofrece Bancafé, ya que si bien los equipos para acceder a internet (computador o celulares con conexión), en principio, son de uso generalizado, no todos los usuarios los tienen, o, si los poseen, no todos los saben utilizar. Sentencia 2004-92201 de junio 12 de 2008…”
” 
.
  



Finalmente, en cuanto a que el banco ha acatado las normas que regulan la puesta en marcha de sus establecimientos y cajeros y no ha sido requerido oficialmente hasta el momento por los asuntos que aquí se relacionan, esa sola circunstancia no lo exime de cumplir con el mandato legal de facilitar a la población discapacitada el acceso fácil y seguro a sus cajeros automáticos, que es lo que en esta oportunidad se reclama. 
  



Viene de todo lo dicho que la sentencia será revocada y en su lugar se otorgará la protección pedida ordenándole al banco que realice las adecuaciones necesarias para permitir el acceso seguro a su cajero automático de las personas discapacitadas, en un término de dos (2) meses. 

  



Al actor se le reconocerá un incentivo equivalente a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes (art. 39, Ley 472 de 1998). 

  



Se dispondrá, igualmente, la conformación de un comité para que verifique el cumplimiento de la sentencia, integrado por el Juzgado, las partes y el Ministerio Público.

  



DECISIÓN 

  



En armonía con lo expuesto, la Sala Civil –Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

 



RESUELVE:

  



1.
REVOCAR la sentencia del 22 de julio de 2009, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, dentro de esta acción popular que Javier Elías Arias Idárraga le promovió al Banco Colpatria Red Multibanca Colpatria S.A.
2. 
Declarar no probadas las excepciones propuestas. 

3. 
AMPARAR el derecho colectivo a la accesibilidad. En consecuencia, se ordena al Colpatria Red Multibanca Colpatria S.A. realizar las adecuaciones tendientes a obtener que las personas discapacitadas o con movilidad reducida puedan ingresar con seguridad al cajero automático ubicado en el primer piso del Centro Administrativo Municipal de Dosquebradas, atendiendo las previsiones de la Ley 361 de 1997, en un plazo máximo de dos (2) meses. 

3. 
RECONOCER a favor del señor Javier Elías Arias Idárraga una suma equivalente a diez salarios mínimos legales mensuales, por concepto del incentivo económico previsto en el artículo 39 de la Ley 472 de 1998, a cargo del Banco Colpatria Red Multibanca Colpatria S.A., que deberá cancelarse dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria de esta providencia.
4. 
CONFORMAR el comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia integrado por el juzgado de primera instancia,  las partes y el Ministerio Público.





Cópiese y notifíquese.




Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Proferida con ponencia del Consejero Dr. Camilo Arciniegas Andrade dentro de la Acción Popular 25000-23-25-000-2004-02407-01 promovida por GABRIEL ALFONSO PALACIOS PANTOJA.


� Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil- Familia, sentencia del 16 de noviembre de 2009, expediente 66001-31-03-001-2008-00060-01, M.P. Claudia María Arcila Ríos.  En el mismo sentido puede consultarse la sentencia del 17 de noviembre de 2009, proferida en el expediente 66170-31-03-001-2008-00240-01, con ponencia del Magistrado Gonzalo Flórez Moreno. 











� Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Rad: 2500-23-25-000-2004-92201-01, del 1º de junio de 2008, MP. Rfael E. Ostau de Lafont Planeta. 


� Sentencia del 16 de noviembre de 2009, expediente 66001-31-03-001-2008-00060-01, citada.
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